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SAI,A PRIITERA

Exemos .  S rs . :

D. Francisco Tomás y Va1iente.

D. Fernando García-Mon y

GonzáLez-Reguera1 .

D. Carlos de Ia Vega Benayas.

D. Luis López Guerra.

D. Vicente Gimeno Sendra.

-1_-

Nulf. REGISTROi L462/9L

ASIINIO: Recurso de amparo pro-

movido por don Christian

Bourgoin.

SOBRE: Contra Sentencia de 29

de mayo de L99L de la Sección

24 de ]-a Audiencia Provincial

de Palma de Mallorsa.

t

I
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En 1a pieza separada de suspensión,

acordado dictar eI siguiente

AUTO

I

ANTECEDENTES

i .

Ia sala 
"f

ji
I
I
I
I
I

l-. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia

eI 2 de jul io de L99L, registrado en este Tribunal el día, eI

Procurador de los Tribunales don Juan Antonio García San Miguel

interpone, en nombre y representación de don Christ,ian

Bourgoin, recurso de amparo contra Sentencia de 29 de mayo de

l-991- de Ia Sección 24 de Ia Audiencia Provincial de Palma de

Mal1orca, que desestimó eI recurso de apelación por él
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interpuesto y confirmó Ia Sentencia dictada eI L2 de noviembre

de l-990 por eI Juzgado de Io Penal núm. 5 de dicha ciudad.

2. La demanda de amparo se basar er síntesis, €h

los siguientes hechos:

I
a) En virtud de querella formulada por eI Colegio ¡;

de Agentes de Ia Propiedad Innobiliaria de Baleares contra 
"tl.

hoy recurrente de amparor eD eI Juzgado de Instrucción núm. al.

de Palma de Mallorca se siguió eI procedimiento abreviado núm.j

3.89L/89 por presunto deli to de usurpación de funciones. Tra{

Ia pertinente tramitación, eI Juzgado de 1o Penal núm. 5 Ae aij ,

sión menor, accesorias de privación de cargo púb1ico y derechf

de sufragio durante el tiempo que dure Ia condena y costas, infl

cluidas las de Ia acusación part icular. En Ia Sentencia, e

Juzgado rechazó Ia petición del hoy recurrente de plantea

cuestión prejudicial ante eI Tribunal de Justicia de las Com

nidades Europeas, €D relación con la eficacia o ineficacia dd1

RD L464/88 en relación con Ia Directiva 67/43 del Consejo de {a
Comunidad, relativa a Ia realización de la libertad de establ{-

cimiento y de libre prestación de servicios para las activid{-

des no asalariadas incluidas en eI sector de los negocios inu$-
!

b i l i a r i os .  I

b) Contra la citada Sentencia interpuso el condena-

do recurso de apelación ante Ia Sección Segrunda de la Audiencia

Provincial de Palma de Mallorca (apelación núm. 3L/9L't.  Por

Sentencia de 29 de mayo de L99L, la SaIa desestimó el recurso y

confirmó Ia Sentencia impugrnada, rechazando asimismo eI plan-

teamiento de 1a cuest,ión prejudicial comunitaria prevista en el

art. 177 del Tratado de Ia CEE.
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3. La representación del recurrente considera que

Ias Sentencias i-mpugnadas vulneran los derechos a obtener la

tute la  jud ic ia l  e fect iva (ar t .  24.L CE) a ut i l izar  los ¡nedios

de prueba per t inentes (ar t .  24.2 CE),  y  eI  pr inc ip io  de legal i -

dad  pena l  (a r t .  25 .1 -  CE) .

En primer término alega güe, tras Ia adhesión de

España a la C.E.E., se ha de dar cumplimiento a Ia directiva ¡

comunitaria núm. 67/43, gü€ suprime las restr icciones a Ia tt-/ ,

bertad de establecimiento y a la l ibre prestación de serviciosrj:

en 1o que se refiere al acceso a 1as actividades mencionadas eni:

Ios arts. 2 y 3, es decir, las operaciones inmobil iarias de I

personas o sociedades que obtienen sus ingresos de 1a rrcompra

venta, arrendaniento o gestión de edificios construidos o no y

en part icular de locales de uso industrial,  comercial, profe

sional o de viviendarr o bien de las rractividades de experto

intermediario en transacciones relativas a los mencion

bienes o derechosrt. EI Estado español recogió en el Acta

Adhesiórt de modo expreso e1 ejercicio de seis profesiones,

cumplimiento de tal directiva, eüer en concreto, comprendía 1

de trexpertos inr:obil iariosrr. Al desarrol lar la misma, median

Real Decreto L464/L988 de 2 de diciembre, mencj-onó sóIo

profesiones: rrAgentes de Ia Propiedad Inmobiliaria y Aünini

traciones de Fincastr. De aquí que tal ReaI Decreto haya si

impugnado ante la Sala Tercera de1 Tribunal Supremo, cuyo

curso está en tramitación. (Recurso núm. 367/9A). En atenci

a 1o anterior, eI hoy recurrente planteó ante eI Juzgado de

Penal la cuestión prejudicial comunitaria, al ser eI Tribunal

de Justicia de 1a C.E,E. eI único legit imado en materia de in-

terpretación, y haber atribuido eI Estado español la exclusivi-

dad de las actividades in¡robiliarias a dos profesiones en de-

trimento de las otras cuatro reconocidas en eI anexo II, apar-

tado b-1, del Acta de Adhesi-ón de l- de enero de L986. TaI

cuestión prejudicial no fue, sin embargo, atendida ni en prime-

ra instancia ni en apelación, por 1o que se vulneró eI art. 24

de la Constitución, dI no haberse podido ejercitar un derecho

cuyo cauce implica su ejercicio a través de un órgano judicial,
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obligado a Ia tutela del mismo. De otra parte, Ia negativa a

plantear tal cuestión prejudicial. debe ser equiparada a una de-

negación de práctica de prueba, pues era eI único medio adecua-

do que eI recurrente tenía para acreditar la interpretación y

significado de Ia directiva mencionada, por 1o que tar¡bién ha

sido infr ingido eI art. 24.2 de la Constitución.

En segundo lugar aduce que el demandante ha sido

condenado en virtud de una interpretación extensiva del a

321- del Código Penal y del Decreto 3248/L969, que aprobó eI

glamento del Colegio de Agentes de la Propiedad Inmobiliari

pues, dl tratarse aquél de una norma penal en blanco, ha si

complementado sin tener en cuenta Ia directiva 67/43 y se

atribuido, en la Sentencia recurrida, Ia exclusividad de Ia i

mediación inmobil iaria a los A.P.I. Por eI1o, también se h

infringido eI art. 25 de la Constitución ya que la cobe

que da eI Decreto 2348/L969 a 1os A.P.I. no permite extraer

sanción penal para quienes realicen actividades paralelas,

mandat,arios, amparadas en el Código Civil y de Comercio.

En atención a Io expuesto, solicita de este Tri

nal que otorgue eI amparo, declare 1a nulidad de las resoluc

nes judiciales irnpugmadas o, alternativanente, Ia nulidad de

Sentencia dictada por la Sección Segunda de Ia Audiencia

vincial de Palma de Mallorca ordenando, con suspensión de I

actuaciones, Ia formulación de cuestión prejudicial comunitarfa

conforme al art. L77 del Tratado CEE. Por rrotrosírt pide, FI

amparo de lo dispuesto en el art. 56 de la LOTC, gue se

la suspensión de 1a ejecución de las Sentencias recurridas.

4. Admitido eI recurso a trámite, Ia Sección Segun-

da (Sa1a Primera) de este Tribunal, por providencia de l-3 de

febrero de L992, acuerda formar Ia presente pieza separada de

suspensión y, de conformidad con 1o prevenido en el art. 56 de

la L,ey Orgánica del Tribunal Constitucional (I,OTC), conceder un

plazo común de tres días al Ministerio Fiscal y aI solicitante
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de amparo para que aleguen 1o que estimen pertinente en rela-

ción con Ia suspensión interesada.

5. En su escrito de alegaciones, presentado eI 2L

de febrero de L992, €1 Ministerio Fiscal rnanif iesta que eI Auto

de L7 de junio de L99L, dictado por Ia SaIa Segunda de este

Tribunal en el KA 298/9L, sustancialmente idéntico al de autos,

acordó, de una parte, la suspensión de las resoluciones al[í

recurridas en 1o relativo a Ia pena privativa de libertad i+-

puesta y sus inespecificadas accesorias, pues, caso de otorSaf-

se eI amparo, éste podría perder su finalidad, si se hubiefa

ejecutado 1a penalidad impuesta aI recurrente. De otra parté,

no suspendió eI abono de las costas procesales siempre y cuair-

do, a juicio de1 Juzgado competente, Ios beneficiarios de If;s

mismas prestaran fianza bastante para, €D su caso, proceder

su devolución.

il

a

J
, En atención a 1o expuesto, eI Fiscal interesa 7[a

suspensión de las resoluciones judiciales ahora impugnadas pn

idéntico sentido al Auto antes citado. I
I
I
I

6. La representación del recurrente, por escrito fde
L9 de febrero de L992, alega que Ia ejecución de Ia Senten{ia

impugrnada supondría el cumplimiento de la pena de seis nese{ y

un día de prisión menor, por 1o que es patente Ia difícil o {m-
posible reparabilidad del daño que ta1 rnedida deterrninaría. ! gn

su virtud, solicita de este Tribunal que acuerde la suspensión

de la ejecución de Ia Sentencia recurrida.
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FUNDAITIENTOS JI,RTDICOS

L. EI artículo 56.l- de la LOTC establece que la

Sala que conozca de un recurso de amparo suspenderá, de oficio

o a instancia de parte, la ejecución del acto de los poderes

públicos por raz6n del cual se reclame el amparo constitucio-

naI, cuando la ejecución de1 mismo hubiere de ocasionar un pef-

juicio que haría perder aI amparo su finalidad; no obstantp,

podrá denegar la suspensión cuando de ésta pueda seguirse p"F-

turbación grave de los intereses generales o de los derect¡os

fundamentales o libertades públisas de un tercero. i:
ir
i!

2. En eI caso que nos ocupa, Ia ejecución de i l"t
resoluciones impugnadas supondría el cumplimiento de la p$na

privativa de libert,ad impuesta aI solicitante de amparo, lásí
eomo de'1as accesorias de privación de cargo público y aer{ffro

I

de sufragio durante e1 tiempo que dure la condena, por 1o 
Jeue

e1 recurso perdería su finalidad en el caso de que en eI fufuro

fuera otorgado, sin qlue de la suspensión de dicha conden{ se

derive en eI actual supuesto una perturbación grave de fosj in-

tereses g'enerales, pues la misma tan sólo originaría una defrnora

en Ia ejecución de la pena, por 1o que procede decretar ta !us-
pensión interesada. No obstante, 1o dicho antes no es apl[ica-

ble aI pronunciamiento relativo a las costas, dI que no se 
fue-

de referir eI argumento de la finalidad del amparo, por 1o \,que

1a suspensión procederá siempre que se preste fianza oportuna.

En atención a 1o expuesto, Ia Sala acuerda la sus-
pensión de Ia ejecución de las Sentencias de L2 de noviembre de

l-990 del Juzgado de Io Penal núm. 5 de Palma de Mallorca y de

29 de mayo de L99L de Ia Sección 2a de Ia Audiencia Provincial

de dicha ciudad. En cuanto a las costas, acuerda Ia suspensión

si se prestare Ia oportuna fianzar €D la cuantía y forma que

determine eI Juzgado núm. 5 de Palma de Mallorca
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Madrid, a dieciseis de marzo de mil

venta y dos.
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